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Mandamus 
procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala Superior de 
Arecibo 

 
Caso Núm.: 
HA2020RF00002 

 
Sobre: 

Divorcio 

 
Panel integrado por su presidenta; la Juez Lebrón Nieves, la Jueza 
Soroeta Kodesh y el Juez Rodríguez Flores 

 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de abril de 2021. 

 Comparece ante nos, el señor Víctor Manuel Salgado Bravo 

(en adelante parte peticionaria o señor Salgado Bravo) y nos solicita 

la expedición del auto de Mandamus. En dicho recurso, el señor 

Salgado Bravo, nos solicita que le ordenemos a la Juez María Elena 

Pérez Ortiz, del Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo, 

celebrar Vista sobre Remedios Provisionales en el caso número 

HA2020RF00002, para atender los asuntos de custodia y relaciones 

paterno filiales, según solicitados desde el 3 de marzo de 2021. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el auto de Mandamus por haberse tornado académico.  

I 

 Los hechos procesales que dan inicio al recurso de marras son 

los que en adelante se esbozan. 



 
 

 
KLRX202100004 

 

2 

 El 3 de junio de 2020, la señora Jahaira Iris Serrano Morales 

(en adelante, señora Serrano Morales) instó ante el Tribunal de 

Primera Instancia, Demanda de divorcio contra el señor Víctor 

Manuel Salgado Bravo (en adelante, señor Salgado Bravo), por la 

causal de Trato Cruel e Injurias Graves. 

 El 17 de junio de 2020, el señor Salgado Bravo se sometió a 

la jurisdicción del Tribunal. 

 El 13 de agosto de 2020, el señor Salgado Bravo presentó ante 

el foro primario Solicitud Urgente para Referido a Unidad Social.  En 

atención a dicha solicitud, mediante orden del 18 de agosto de 2020, 

el foro a quo refirió el caso a la Unidad Social para Informe Forense 

de Relaciones Paterno Filiales. 

 En vista de que no se había contestado la demanda ni las 

partes habían informado haber llegado a un acuerdo, mediante 

Orden del 23 de septiembre de 2020, se le concedió al demandado 

el señor Salgado Bravo, el término final de 5 días para contestar la 

demanda, so pena de la anotación de rebeldía. 

 En cumplimiento con lo ordenado, el 30 de septiembre de 

2020, el señor Salgado Bravo presentó Contestación a Demanda de 

Divorcio y Reconvención. 

 El 5 de octubre de 2020, el foro primario emitió la Orden que 

se transcribe a continuación: 

Desde el mes de julio las partes, por conducto de sus 

abogadas, le han expresado al Tribunal que han estado 
en conversaciones a los fines de minimizar las 

controversias del caso que nos ocupa y con el objetivo 
de tratar de llegar a una estipulación en el mejor 
beneficio de los menores. Al día de hoy las partes no 

han podido informar ningún acuerdo. *Se le concede a 
la parte demandante 20 días para replicar reconvención 
contados desde la fecha en que se le notificó la 

reconvención; se le apercibe que el término es final. 
Parte demandante cumpla orden mostrar 

causa/videoconferencia. **Además, se le apercibe a las 
partes que el tribunal no continuará concediendo 
prórrogas, si las partes no están en posición de dialogar 

(a través de sus respectivos abogados) el Tribunal está 
listo para calendarizar la vista de divorcio que nos 

ocupa bajo la causal presentada. Sin embargo, se le 
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advierte a la parte demandante y a la parte demandada 
que una vez el tribunal calendarice la vista de divorcio 

no aceptará enmiendas a la causal de divorcio ni 
estipulaciones. Le corresponderá a las partes presentar 

evidencia que sustente sus alegaciones. Notifíquese 
urgente.  
 

 El 16 de noviembre de 2020, la primera instancia judicial 

dictó Resolución mediante la cual acogió la recomendación del 

Examinador de Pensiones Alimentarias sobre la pensión 

alimentaria, según acordada por las partes. 

 El 18 de noviembre de 2020, el foro primario acogió la 

solicitud de las partes sobre el cambio de la causal de trato cruel a 

consentimiento mutuo. Consecuentemente, dejó sin efecto el 

referido a la Unidad Social. 

 El 22 de enero de 2021, el Tribunal de Primera Instancia, con 

relación a Moción de Urgentísima Moción Conjunta Aclarando 

Acuerdos  y Solicitando que se Sostenga el Referido a la Unidad Social 

para Establecer Plan de Relaciones Filiales Solamente, dispuso: 

Evaluados los planteamientos presentados por las 

partes, el Tribunal resuelve: Se acoge la solicitud para 
enmendar la causal de divorcio a una de consentimiento 
mutuo. Sin embargo, se les apercibe que esta 

autorización está *supeditada a que las partes 
estipularon en cuanto a las relaciones paterno filiales, 
que las mismas se llevarían “en un lugar, fecha y con 

un recurso para que esté presente” durante las mismas, 
en lo que se completa el proceso ante la Unidad Social 

y este Tribunal atiende el asunto en sus méritos. 
Notifíquese. 
 

En esa misma fecha, el foro a quo señaló vista de divorcio 

mediante videoconferencia para el 25 de febrero de 2021. 

Luego de varias incidencias que no es necesario pormenorizar, 

mediante orden del 24 de febrero de 2021, el Tribunal motu proprio, 

dejó sin efecto el señalamiento de vista del 25 de febrero de 2021, 

indicando que una vez evaluara el calendario de la Sala 103, 

notificaría la nueva fecha del señalamiento. 

El 3 de marzo de 2021, el señor Salgado Bravo incoó Solicitud 

Urgente de Remedios Provisionales. 
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El 9 de marzo de 2021, el señor Salgado Bravo presentó 

Urgentísima Solicitud de Señalamiento de Vista sobre Remedios 

Provisionales. 

Dos días con posterioridad, esto es, el 11 de marzo de 2021, 

el señor Salgado Bravo presentó Tercera Moción Reiterando Solicitud 

de Señalamiento de Vista Urgente sobre Remedios Provisionales. 

Advinimos en conocimiento a través de SUMAC que, con 

posterioridad a la presentación del caso de autos, el demandado 

peticionario presentó ante el foro recurrido el 17 de marzo de 2021, 

Moción en Cumplimiento de Orden y Cuarta Solicitud Urgente de 

Señalamiento de Vista sobre Remedios Provisionales. 

 Asimismo, constatamos que el 19 de marzo de 2021, el 

Tribunal de Primera Instancia, dictó la Orden que se transcribe a 

continuación: 

Examinado el expediente judicial y no constando escrito 
de la Sra. Jahaira Liz Serrano Domínguez, el Tribunal 

resuelve: 
 
1. Se deja sin efecto la causal enmendada de divorcio 

por consentimiento mutuo. Se revierte a la situación 
imperante antes de la petición por consentimiento 

mutuo. 
 
2. Se ordena la continuación de los procedimientos. 

Sra. Jahaira Liz Serrano Domínguez se le concede un 
término perentorio de 10 días para replicar 

reconvención. Dentro del mismo término y bajo 
apercibimiento de sanciones deberá exponer su 
posición sobre la alegación de alienación parental traída 

a la atención del Tribunal el 18 de febrero de 2021. 
 
3. Se pauta Vista de Divorcio presencial para el 14 

de abril de 2021 a las 9:00AM en la Sala 103 del 
Centro Judicial de Arecibo. El día de la Vista de 

Divorcio los menores deberán comparecer para ser 
entrevistados por esta Jueza conjuntamente con un 
Trabajador Social de la Unidad Social de este Tribunal. 

(Énfasis nuestro). 
 
4. [……..] 

 

 El 30 de marzo de 2021, la señora Serrano Domínguez 

presentó Moción en Cumplimiento de Orden Replicando Alegaciones 
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de Alineación Parental. El 5 de abril de 2021, el foro a quo emitió la 

siguiente Orden: 

Se da por cumplida la Orden del 19 de marzo de 2021. 
Tomamos conocimiento de la Réplica a las alegaciones. 
De alienación parental. 

 

 El 5 de abril de 2021, el señor Salgado Bravo presentó Moción 

Urgente de Reconsideración.  El foro primario dictó el 6 de abril de 

2021, la Orden que a continuación se transcribe: 

Evaluada la Moción Urgente de Reconsideración, se 
deja sin efecto el interés del Tribunal de entrevistar a 
los menores junto a la Trabajadora Social, según 

ordenado por la Hon. María E. Pérez Ortiz el 19 de 
marzo de 2021. Notifíquese Urgente a las partes, a sus 

representantes legales y a la Unidad Social. 
 

II 

A. Mandamus 

La acción de mandamus se rige por la Regla 54 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 54 y el Artículo 649 del 

Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 3421 y siguientes.   

El mandamus, según lo define nuestra legislación, “es un auto 

altamente privilegiado” dictado por un Tribunal General de Justicia, 

a nombre del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y dirigido a 

alguna persona o personas naturales, a una corporación o a un 

tribunal judicial de inferior categoría, dentro de su jurisdicción, 

requiriéndole el cumplimiento de algún acto que la Ley 

particularmente ordene y que esté dentro de sus atribuciones o 

deberes. 32 LPRA sec. 3421-3422; Noriega v. Hernández Colón, 135 

DPR 406, 447 (1994). Dicho auto no confiere nueva autoridad y la 

parte a quien obliga deberá tener la facultad de poder cumplirlo. 32 

LPRA sec. 3421.  

Como bien expresa la ley, el auto de mandamus es 

privilegiado. Esto significa que su expedición no se invoca como 

cuestión de derecho, sino que descansa en la sana discreción del 

foro judicial. Dicha expedición "no procede cuando hay un remedio 
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ordinario dentro del curso de ley, porque el objeto del auto no es 

reemplazar remedios legales sino suplir la falta de ellos". AMPR v. 

Srio. Educación, E.L.A., 178 DPR 253, 266 (2010). 

El mandamus, “aunque es un remedio en ley, participa de la 

índole de los de equidad”. Por consiguiente, algunos principios 

rectores de los recursos de equidad, como los que gobiernan el 

injunction, son aplicables al auto de mandamus. AMPR v. Srio. 

Educación, E.L.A., supra, pág. 263. 

La procedencia del mandamus depende inexorablemente del 

carácter del acto que se pretende compeler mediante dicho recurso. 

D. Rivé Rivera, Recursos Extraordinarios, 2da ed., San Juan, Ed. 

U.I.A., 1996, pág. 107. Sólo procede para ordenar el cumplimiento 

de un deber ministerial, que no admite discreción en su ejercicio, 

cuando no hay otro mecanismo en ley para conseguir dicho remedio. 

Acevedo Vilá v. Aponte Hernández, 168 DPR 443, 454-455 (2006);  

Báez Galib y otros v. C.E.E., 152 DPR 382 (2000).  

El requisito fundamental para expedir el recurso de 

mandamus reside, pues, en la constancia de un deber claramente 

definido que debe ser ejecutado. Es decir, “la ley no sólo debe 

autorizar, sino exigir la acción requerida”. AMPR v. Srio. Educación, 

E.L.A., supra, pág. 263-264. Por tal razón, aquella persona que se 

vea afectada por el incumplimiento del deber podrá solicitar el 

recurso. Id. 

Ahora bien, antes de radicarse la petición de Mandamus, la 

jurisprudencia requiere, que el peticionario le haya hecho un 

requerimiento previo al demandado para que éste cumpla con el 

deber que se le exige, debiendo alegarse en la petición, tanto el 

requerimiento como la negativa, o la omisión del funcionario en 

darle curso. Sólo se exime de este requisito: 1) cuando aparece que 

el requerimiento hubiese sido inútil e infructuoso, pues si de 

haberse hecho hubiese sido denegado; ó 2) cuando el deber que se 

javascript:searchCita('178DPR253')
javascript:searchCita('168DPR443')
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pretende exigir es uno de carácter público, a diferencia de uno de 

naturaleza particular, que afecta solamente el derecho del 

peticionario. Noriega v. Hernández Colón, supra, pág. 448-449.  

De otra parte, como requisito de forma, no solamente se 

requiere que la petición esté dirigida a la persona obligada al 

cumplimiento de un acto, sino que debe estar juramentada por la 

parte que promueve su expedición. Báez Galib v. Roselló González, 

147 DPR 371 (1998).  Así lo dispone la Regla 54 de Procedimiento 

Civil, supra, en lo pertinente, cuando expresa lo siguiente: “el auto 

de mandamus, tanto perentorio como alternativo, podrá obtenerse 

presentando una solicitud jurada al efecto”. (Énfasis nuestro).   

Entre los factores a tomarse en consideración cuando se 

solicita de un tribunal la expedición de un auto de mandamus se 

encuentran: el posible impacto que éste pueda tener sobre los 

intereses públicos que puedan estar envueltos; evitar una 

intromisión indebida en los procedimientos del poder ejecutivo, y 

que el auto no se preste a confusión o perjuicios de los derechos de 

terceros. AMPR v. Srio. Educación, E.L.A., supra, pág. 268. Además, 

el remedio de mandamus no procede cuando hay un recurso 

adecuado y eficaz en el curso ordinario de la ley. Artículo 651 del 

Código de Enjuiciamiento Civil, 32 L.P.R.A. sec. 3423. 

B. Principio de justiciabilidad 

Conforme al principio de justiciabilidad, los tribunales limitan 

su intervención para resolver controversias reales y definidas que 

afectan las relaciones jurídicas de partes antagónicas u opuestas. 

U.P.R. v. Laborde Torres y otros I, 180 DPR 253 (2010); E.L.A. v. 

Aguayo, 80 DPR 552, 584 (1958). Los tribunales solamente pueden 

evaluar aquellos casos que sean justiciables. Moreno v. Pres. U.P.R. 

II, 178 DPR 969 (2010). Así, un tribunal de justicia no debe atender 

una controversia hipotética, abstracta o ficticia. E.L.A. v. Aguayo, 
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supra; Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 981-982 

(2011). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que un 

asunto no es justiciable cuando: (1) trata de resolver una cuestión 

política; (2) una de las partes no tiene legitimación activa para 

promover un pleito; (3) después de comenzado un pleito, unos 

hechos posteriores lo convierten en académico; (4) las partes 

buscan obtener una opinión consultiva, o (5) se promueve un pleito 

que no está maduro. Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 406 

(1994); U.P.R. v. Laborde Torres y otros I, supra, pág. 280. 

Una de las manifestaciones concretas del principio de 

justiciabilidad es la doctrina de academicidad. Smyth, Puig v. 

Oriental Bank, 170 DPR 73, 75 (2007). Sobre el particular, nuestro 

más Alto Foro ha reconocido que los tribunales pierden su 

jurisdicción sobre una controversia cuando, durante el trámite 

judicial, ocurren cambios fácticos o judiciales que tornan en 

académica o ficticia su solución. Esto es, el foro judicial no puede 

entender sobre un caso que ha perdido su condición de controversia 

viva y presente en atención a los cambios fácticos o de derecho 

acaecidos en el transcurso del tiempo. Pueblo v. Pagán Medina, 177 

DPR 842, 844 (2010). 

Una vez se determina que ha desaparecido el carácter 

adversativo entre los intereses de las partes involucradas, los 

tribunales pierden su jurisdicción en el pleito y, por tanto, deben 

abstenerse de considerar el caso en sus méritos. Con esta limitación 

sobre el poder de los tribunales, se persigue evitar el uso innecesario 

de los recursos judiciales y obviar pronunciamientos autoritativos 

de los tribunales que resulten superfluos. (Citas omitidas). Smyth, 

Puig v. Oriental Bank, supra, pág. 78.  

Sin embargo, existen varias excepciones a la doctrina de 

academicidad: a saber, cuando se plantea una cuestión recurrente 

javascript:citeSearch('181DPR969',%20'MJPR_DPR')
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y que por su naturaleza evade o se hace muy difícil la adjudicación 

ante los tribunales; en aquellos casos en que la propia demandante 

termina voluntariamente su conducta ilegal; si la situación de 

hechos ha sido modificada por el demandado, pero no tiene visos de 

permanencia; en los casos en que el tribunal ha certificado un pleito 

de clase y la controversia se tornó académica para un miembro de 

la clase, mas no para el representante de la misma; o aquellos casos 

que aparentan ser académicos, pero que en realidad no lo son por 

sus consecuencias colaterales. El Vocero v. Junta de Planificación, 

121 DPR 115 (1988).  

Por último, la Regla 83 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83, confiere facultad a este 

Tribunal para, a iniciativa propia o a petición de parte, desestimar 

un recurso de apelación o denegar un auto discrecional cuando este 

foro carece de jurisdicción.    

III 

Mediante el auto de Mandamus de epígrafe, el señor Salgado 

Bravo, nos solicita que le ordenemos a la Juez María Elena Pérez 

Ortiz, celebrar Vista sobre Remedios Provisionales en el caso 

número HA2020RF00002, para atender los asuntos de custodia y 

relaciones paterno filiales, según solicitados desde el 3 de marzo de 

2021. 

Conforme surge del tracto procesal previamente esbozado, 

mediante orden del 24 de febrero de 2021, el Tribunal motu proprio, 

dejó sin efecto el señalamiento de vista del 25 de febrero de 2021, 

indicando que una vez evaluara el calendario de la Sala 103, 

notificaría la nueva fecha del señalamiento. 

Con posterioridad, el 3 de marzo de 2021, el señor Salgado 

Bravo incoó ante el foro a quo, Solicitud Urgente de Remedios 

Provisionales. En una fecha cercana, -el 9 de marzo de 2021-, el 
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señor Salgado Bravo presentó Urgentísima Solicitud de Señalamiento 

de Vista sobre Remedios Provisionales. 

Subsiguientemente, el 11 de marzo de 2021, el señor 

Salgado Bravo presentó Tercera Moción Reiterando Solicitud de 

Señalamiento de Vista Urgente sobre Remedios Provisionales. 

Como mencionamos, de una búsqueda en SUMAC, 

constatamos que el demandado peticionario presentó ante el foro 

recurrido el 17 de marzo de 2021, Moción en Cumplimiento de 

Orden y Cuarta Solicitud Urgente de Señalamiento de Vista sobre 

Remedios Provisionales. 

En esencia, en su comparecencia ante este foro revisor, el 

señor Salgado Bravo, arguye que la primera instancia judicial no ha 

atendido sus reclamos y que: “En más de un año, el compareciente 

se ha visto privado de ejercer su derecho constitucional a 

relacionarse con sus hijos de 12 y 10 años, y que cuando por fin se 

iba a celebrar la vista de divorcio, dónde presumiblemente se 

atendería dicho asunto, (aunque fuese de forma provisional) el 

tribunal, ‘motu proprio’ y ‘sua sponte’ dejó sin efecto el señalamiento, 

a través de una orden adelantada por correo electrónico…” 

Aduce que:  “toda vez que la “evaluación” del calendario nunca 

se dio y no se notificó oportunamente un señalamiento de vista para 

atender asuntos que gozan de garantías constitucionales, la parte 

compareciente presentó solicitud jurada para remedios 

provisionales y solicitó vista. A esta fecha nada ha pasado, aun 

cuando el compareciente ha solicitado señalamiento de vista en dos 

ocasiones adicionales.  La solicitud de señalamiento de vista sobre 

remedios adicionales se ha presentado en tres (3) ocasiones, en la 

última de ellas se notificó copia de cortesía a la Juez 

Administradora.  Aun así, nada ha pasado y al compareciente se le 

siguen lesionando sus derechos constitucionales con una 
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prohibición implícita a sus derechos filiales por parte de la 

demandante.” 

De entrada, cabe destacar que, en el caso de autos, a pesar 

de que el señor Salgado Bravo nos ha informado de varias 

incidencias procesales acaecidas con posterioridad a la presentación 

de su Petición de Mandamus, ha omitido informarnos que, mediante 

Orden del 19 de marzo de 2021, el foro a quo notificó el 

señalamiento de Vista de Divorcio para el 14 de abril de 2021.  

Tal como señalamos previamente, este Tribunal advino en 

conocimiento de la aludida incidencia procesal -que dicho sea de 

paso- pone fin a la controversia ante nos, mediante una búsqueda 

a través el Sistema SUMAC. Por consiguiente, nos vimos en la 

obligación de invertir innecesariamente el tiempo y los recursos del 

Tribunal en un caso que debió ser desistido tan pronto el foro 

intimado notificó el señalamiento de vista en cuestión.  

Es meritorio puntualizar que a todo abogado le está vedado 

proveer a los foros judiciales información falsa, incompatible con la 

verdad, así como ocultar información cierta que deba ser revelada. 

In re Astacio Caraballo, 149 DPR 790 (1999), citado en In re Ramírez 

Salcedo, 196 DPR 136, 149 (2016). 

Dicho lo anterior, es sabido que los tribunales pierden su 

jurisdicción sobre una controversia cuando, durante el trámite 

judicial, ocurren cambios fácticos o judiciales que tornan en 

académica o ficticia su solución. Esto es, el foro judicial no puede 

entender sobre un caso que ha perdido su condición de controversia 

viva y presente en atención a los cambios fácticos o de derecho 

acaecidos en el transcurso del tiempo. Pueblo v. Pagán Medina, 177 

DPR 842, 844 (2010). 

Por consiguiente, conforme a la normativa jurídica antes 

reseñada, nos resulta forzoso concluir que el presente recurso no 
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envuelve un caso o controversia justiciable. En vista de lo anterior, 

nos vemos impedidos de ejercer nuestra función revisora. 

IV 

  Por los fundamentos antes expuestos, se desestima la 

petición de Mandamus por falta de jurisdicción, al haberse tornado 

el asunto en académico. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


